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I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

Desde el último informe se han adoptado numerosos instrumentos legislativos, algunos de los cuales reseñamos por su especial interés y por el hecho de que versan sobre materias a las que no se refieren los otros informes:

En primer lugar, se ha de señalar que se ha adoptado un nuevo Reglamento interno del Tribunal de Cuentas de la Unión Europea (DO L 103, de 23 de abril) teniendo en cuenta la entrada en vigor del Tratado de Lisboa. Además, se han modificado los Reglamentos de Procedimiento del Tribunal de Justicia, del Tribunal General y del Tribunal de la Función Pública de la Unión Europea, (DO L 92, de 13 de abril).

- Reglamento (UE) no 439/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 2010, por el que se crea una Oficina Europea de Apoyo al Asilo, DO L 132, de 29 de mayo.

Este Reglamento establece la Oficina Europea de Apoyo al Asilo, cuya función es reforzar la cooperación práctica de los Estados miembros en materia de asilo, para apoyar a los Estados miembros cuyos sistemas de asilo se encuentren sujetos a presiones especiales y para mejorar la aplicación del Sistema Europeo Común de Asilo (SECA). La Oficina Europea de Apoyo al Asilo se encarga de facilitar el intercambio de información, así como de identificar y poner en común buenas prácticas en materia de asilo en general. Más específicamente, la Oficina es responsable de las actividades relacionadas con la recopilación de información relativa a los países de origen de los solicitantes de asilo. Esto incluye el desarrollo de un portal, junto con el análisis y la elaboración de informes sobre la información relativa al país de origen. Además, la Oficina debe prestar apoyo a las transferencias intracomunitarias de personas bajo protección internacional, a la formación de las partes relevantes y a la dimensión exterior del SECA.

La Oficina Europea de Apoyo al Asilo debe asistir a los Estados miembros que se encuentren sometidos a presiones especiales debido a su situación geográfica o demográfica, o debido a la llegada de grandes contingentes de nacionales de terceros países que requieran protección internacional. Para evaluar las necesidades de estos Estados miembros, la oficina debe: recabar información sobre medidas urgentes que ayuden a abordar las situaciones de especial presión; e identificar y analizar las estructuras, el personal y la capacidad de asilo de los Estados miembros. En particular, la Oficina debe prestar apoyo a los Estados miembros mediante la creación de un sistema de alerta temprana, mediante la coordinación de los equipos de apoyo al asilo, y mediante la coordinación de acciones relacionadas con el análisis inicial de las peticiones de asilo y con el despliegue rápido de instalaciones de acogida adecuadas.

La Oficina Europea de Apoyo al Asilo debe contribuir a la implantación del SECA, en particular coordinando el intercambio de información entre las partes relevantes sobre la aplicación de los instrumentos del acervo comunitario en materia de asilo. Para ello, la Oficina podrá crear bases de datos que incluyan instrumentos de asilo a escala nacional, europea e internacional. Además, deberá recabar información sobre el tratamiento de las peticiones de asilo y la legislación en materia de asilo en los Estados miembros y su desarrollo. La Oficina también es responsable de elaborar un informe anual sobre la situación europea del asilo. También podrá elaborar borradores de documentos técnicos, como directrices y manuales de uso, relativos a la aplicación de los instrumentos comunitarios en materia de asilo.

- Reglamento (UE) no 407/2010 del Consejo, de 11 de mayo de 2010, por el que se establece un mecanismo europeo de estabilización financiera, DO L 118 de 12 de mayo.
El Reglamento parte de que el artículo 122, apartado 2, del Tratado prevé la posibilidad de conceder una ayuda financiera de la Unión a un Estado miembro que esté en dificultades o en serio riesgo de dificultades graves, ocasionadas por acontecimientos 

excepcionales que dicho Estado no pudiere controlar. Así, tales dificultades pueden estar causadas por un deterioro grave del contexto económico y financiero internacional.

La crisis financiera mundial y la recesión económica sin precedentes padecidas en el mundo lo largo de los dos últimos años han perjudicado gravemente el crecimiento económico y la estabilidad financiera, provocando un acentuado deterioro de las posiciones de déficit y de deuda de los Estados miembros. La profundización de la crisis financiera ha inducido un grave deterioro de las condiciones de empréstito de varios Estados miembros, muy superior al que podrían explicar los indicadores económicos fundamentales. Se ha llegado a un punto en el que esta situación, si no se afronta con urgencia, podría constituir una seria amenaza para la estabilidad financiera de la Unión Europea en su conjunto.

Para hacer frente a esta situación excepcional que los Estados miembros no pueden controlar, resulta necesario instaurar de inmediato un mecanismo de estabilización de la Unión para preservar la estabilidad financiera en Europa. Tal mecanismo debe permitir a la Unión dar una respuesta coordinada, rápida y eficaz a las dificultades agudas padecidas por un determinado Estado miembro. Su activación se hará en el contexto de un apoyo conjunto UE/Fondo Monetario Internacional (FMI).

El presente Reglamento establece las condiciones y procedimientos en las que podrá concederse una ayuda financiera de la Unión a un Estado miembro que se encuentre afectado, o gravemente amenazado, por una severa perturbación económica o financiera ocasionada por acontecimientos excepcionales que no puede controlar, teniendo en cuenta la posible aplicación del mecanismo existente para la concesión de ayuda financiera a medio plazo a las balanzas de pagos de los Estados miembros no pertenecientes a la zona del euro establecido por el Reglamento (CE) nº 332/2002.

La ayuda financiera de la Unión a efectos del presente Reglamento revestirá la forma de un préstamo o de una línea de crédito concedida al Estado miembro de que se trate. El Estado miembro que solicite la ayuda financiera de la Unión evaluará sus 

necesidades financieras con la Comisión, en relación con el Banco Central Europeo (BCE), y presentará un proyecto de programa de ajuste económico y financiero a la Comisión y al Comité Económico y Financiero.
La ayuda financiera de la Unión se concederá mediante una decisión del Consejo, por mayoría cualificada y a propuesta de la Comisión.

- La decisión de conceder un préstamo contendrá:

a) el importe, el vencimiento medio, la fórmula de fijación de precios, el número máximo de tramos, el período de disponibilidad de la ayuda financiera de la Unión y las demás normas detalladas necesarias para la aplicación de la ayuda;

b) las condiciones generales de política económica que acompañan a la ayuda financiera de la Unión, con vistas a restablecer una situación económica o financiera sana en el Estado miembro beneficiario y a restaurar su capacidad de financiarse en los mercados financieros; estas condiciones serán definidas por la Comisión, consultando con el BCE, y

c) una aprobación del programa de ajuste preparado por el Estado miembro beneficiario para cumplir las condiciones económicas que acompañan a la ayuda financiera de la Unión.

- La decisión de conceder una línea de crédito contendrá:

a) el importe, la cuota por la disponibilidad de la línea de crédito, la fórmula de fijación de precios aplicable para la liberación de los fondos y el período de disponibilidad de la ayuda financiera de la Unión y las demás normas detalladas necesarias para la aplicación de la ayuda;

b) las condiciones generales de política económica que acompañan a la ayuda financiera de la Unión, con vistas a restablecer una situación económica o financiera 

sana en el Estado miembro beneficiario; estas condiciones serán definidas por la Comisión, consultando con el BCE, y

c) una aprobación del programa de ajuste preparado por el Estado miembro beneficiario para cumplir las condiciones económicas que acompañan a la ayuda financiera de la Unión.

La Comisión presentará al Comité Económico y Financiero y al Consejo, dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor del presente Reglamento, y cuando proceda cada seis meses con posterioridad, un informe sobre la aplicación del presente Reglamento y sobre la persistencia de los acontecimientos excepcionales que justifican la adopción del presente Reglamento. Cuando proceda, el informe irá acompañado de una propuesta de modificación del presente Reglamento, con vistas a adaptar la posibilidad de conceder ayuda financiera sin que ello afecte a la validez de las decisiones ya adoptadas.

- Reglamento (UE) no 265/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de marzo de 2010, por el que se modifica el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen y el Reglamento (CE) no 562/2006 por lo que se refiere a la circulación de personas con visados de larga duración, DO L 85, de 31 de marzo.
El Convenio de Schengen establece normas sobre los visados de larga duración que permiten a sus titulares transitar por los territorios de los Estados miembros. El Reglamento (CE) nº 562/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, también conocido como Código de fronteras Schengen, establece las condiciones de entrada para los nacionales de terceros países. Deben tomarse nuevas medidas para facilitar la libre circulación, en el territorio de los Estados miembros que apliquen plenamente el acervo de Schengen ("espacio Schengen"), de nacionales de terceros países que sean titulares de visados nacionales de larga duración.

Los Estados miembros deben reemplazar los visados de larga duración por permisos de residencia, a su debido tiempo tras la entrada en su territorio de nacionales de terceros países que residan legalmente en uno de los Estados miembros al amparo de un visado de larga duración para que esas personas puedan viajar a otros Estados miembros durante su estancia o transitar por los territorios de otros Estados miembros al volver a su país de origen. Sin embargo, son cada vez más numerosos los casos en que, tras la entrada de nacionales de terceros países en su territorio, los Estados miembros no reemplazan los visados de larga duración por permisos de residencia, o lo hacen solo con considerable retraso. Esta situación jurídica y práctica tiene consecuencias negativas importantes para los nacionales de terceros países que residen legalmente en un Estado miembro al amparo de un visado de larga duración en lo que respecta a su libre circulación por el espacio Schengen.

Para superar los problemas experimentados por los nacionales de terceros países que residen en un Estado miembro al amparo de un visado de larga duración, el presente Reglamento debe ampliar el principio de equivalencia entre permisos de residencia y visados de corta duración expedidos por los Estados miembros que aplican plenamente el acervo de Schengen a los visados de larga duración. Como consecuencia, un visado de larga duración debe tener los mismos efectos que un permiso de residencia por lo que se refiere a la libre circulación del titular en el espacio Schengen.

Un nacional de un tercer país titular de un visado de larga duración expedido por un Estado miembro debe, por tanto, poder viajar a otros Estados miembros durante tres meses en cualquier período de seis meses, en las mismas condiciones que el titular de un permiso de residencia. El presente Reglamento no afecta a las normas relativas a las condiciones para la expedición de visados de larga duración.

En línea con la práctica actual seguida por los Estados miembros, el presente Reglamento establece la obligación de que los Estados miembros expidan los visados de larga duración siguiendo el modelo uniforme para visados establecido en el Reglamento (CE) nº 1683/95 del Consejo. Hay que advertir, por otra parte, que este Reglamento no tiene por objetivo desalentar a los Estados miembros para que no expidan permisos de 

residencia y no debe afectar a la obligación de los Estados miembros de expedir permisos de residencia para ciertas categorías de nacionales de un tercer país tal como se establece en otros instrumentos de la Unión. Como se sabe, el acervo Schengen también es seguido por algunos países que no son miembros de la Unión pero que tienen especiales vínculos con ella, así:

- por lo que se refiere a Islandia y Noruega, el presente Reglamento desarrolla disposiciones del acervo de Schengen, conforme a lo establecido en el Acuerdo celebrado por el Consejo de la Unión Europea con la República de Islandia y el Reino de Noruega sobre la asociación de estos dos Estados a la ejecución, aplicación y desarrollo del acervo de Schengen, que están incluidas en el ámbito descrito en el artículo 1, punto B, de la Decisión 1999/437/CE del Consejo, de 17 de mayo de 1999, relativa a determinadas normas de desarrollo de dicho Acuerdo.

- por lo que se refiere a Suiza, el presente Reglamento desarrolla las disposiciones del acervo de Schengen conforme a lo establecido en el Acuerdo entre la Unión Europea, la Comunidad Europea y la Confederación Suiza sobre la asociación de la Confederación Suiza con la ejecución, la aplicación y el desarrollo del acervo de Schengen, que corresponde al ámbito descrito en el artículo 1, puntos B y C, de la Decisión 1999/437/CE, leídas conjuntamente con el artículo 3 de la Decisión 2008/146/CE del Consejo.

por lo que se refiere a Liechtenstein, el presente Reglamento desarrolla disposiciones del acervo de Schengen, conforme a lo establecido en el Protocolo firmado por la Unión Europea, la Comunidad Europea, la Confederación Suiza y el Principado de Liechtenstein sobre la adhesión del Principado de Liechtenstein al Acuerdo entre la Unión Europea, la Comunidad Europea y la Confederación Suiza sobre la asociación de la Confederación Suiza a la ejecución, aplicación y desarrollo del acervo de Schengen, que están incluidas en el ámbito descrito en el artículo 1, punto A, 

de la Decisión 1999/437/CE, leído en relación con el artículo 3 de la Decisión 2008/261/CE del Consejo.

Además, aunque miembros de la Unión, Irlanda y Reino Unido no son firmantes de los acuerdos de Schengen y Dinamarca también goza de una situación especial en este contexto por lo que:

- de conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo nº 22 sobre la posición de Dinamarca anejo al Tratado de la Unión Europea y al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, Dinamarca no participa en la adopción del presente Reglamento y no está vinculada por él ni sujeta a su aplicación. Teniendo en cuenta que el presente Reglamento desarrolla el acervo de Schengen, Dinamarca, de conformidad con el artículo 4 de dicho Protocolo, deberá decidir en un período de seis meses a partir de la decisión del Consejo sobre el presente Reglamento si lo incorpora a su Derecho interno.

- el presente Reglamento desarrolla disposiciones del acervo de Schengen en las que el Reino Unido no participa, de conformidad con la Decisión 2000/365/CE del Consejo, de 29 de mayo de 2000, sobre la solicitud del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de participar en algunas de las disposiciones del acervo de Schengen. Por consiguiente, el Reino Unido no participa en su adopción y no está vinculado por él ni sujeto a su aplicación.

- el presente Reglamento desarrolla disposiciones del acervo de Schengen en las que Irlanda no participa, de conformidad con la Decisión 2002/192/CE del Consejo, de 28 de febrero de 2002, sobre la solicitud de Irlanda de participar en algunas de las disposiciones del acervo de Schengen. Por consiguiente, Irlanda no participa en su adopción y no está vinculada por él ni sujeta a su aplicación.

- Reglamento (UE) no 255/2010 de la Comisión, de 25 marzo de 2010, por el que se establecen normas comunes sobre la gestión de afluencia del tránsito aéreo, DO L 80, de 26 de marzo.

Ahora que las fronteras terrestres han desaparecido, hay otras que aún se mantienen en el espacio aéreo. Por esta razón, la Comisión Europea adoptó el 10 de octubre de 2001 un paquete de medidas sobre la gestión del tránsito aéreo para lograr crear un cielo único europeo antes del final de 2004 cuyo objetivo es acabar con la fragmentación del espacio aéreo de la Unión Europea (UE) y crear un espacio sin fronteras eficiente, eficaz y seguro. Para que el cielo único europeo sea un espacio aéreo sin fronteras, la Comisión propone en el Reglamento sobre la organización y la gestión del espacio aéreo crear una región europea de información de vuelo, fundiendo todas las regiones nacionales en un segmento único de espacio aéreo en cuyo interior los servicios de tránsito aéreo se prestarán con normas y procedimientos únicos.
Así, teniendo en cuenta el citado Reglamento (Reglamento del espacio aéreo), la Comisión debe adoptar medidas en materia de gestión de afluencia del tránsito aéreo (en lo sucesivo, "ATFM") para optimizar la capacidad disponible en la utilización del espacio aéreo y mejorar los procesos ATFM.

La Organización Europea para la Seguridad de la Navegación Aérea (Eurocontrol) ha recibido mandato de desarrollar una norma de aplicación en materia de ATFM. El presente Reglamento se basa en el informe del 7 de diciembre de 2007 resultante de dicho mandato.

La aplicación uniforme de normas y procedimientos específicos en el espacio aéreo del cielo único europeo es fundamental para lograr una utilización óptima de las capacidades disponibles de control del tránsito aéreo mediante una aplicación y una gestión eficaces de la función ATFM.

Hay que señalar que este Reglamento no incluye las operaciones y entrenamientos militares, no obstante, las aeronaves militares que operen como tránsito aéreo general deben estar sujetas a las medidas ATFM cuando operen o tengan previsto operar en un espacio aéreo o unos aeropuertos en los que se apliquen las medidas ATFM. Por otra parte, de conformidad con el artículo 13 del reglamento (CE) nº 

549/2004, en la definición y aplicación de las medidas ATFM, han de protegerse los intereses esenciales de la política de seguridad o de defensa de los Estados miembros.

Eurocontrol ha creado una unidad central única ATFM, encargada de planificar, coordinar y ejecutar las medidas ATFM, teniendo en cuenta las recomendaciones de la Organización Internacional de Aviación Civil (OACI); debe exigirse de los Estados miembros que adopten todas las medidas necesarias para garantizar que la unidad central ATFM optimice los efectos generales de las medidas ATFM en la red europea de gestión del tránsito aéreo (en lo sucesivo, "EATMN").

Las medidas ATFM deben basarse en los principios que establece la OACI, y todas las partes del sistema ATFM deben adherirse a las normas que garanticen que la capacidad de control del tránsito aéreo se usa de forma segura y en la mayor medida posible. Además, las medidas ATFM deben tener en cuenta la disponibilidad de las rutas y del espacio aéreo, en particular la utilización flexible del espacio aéreo aplicables a todas las partes pertinentes.

A fin de optimizar la capacidad disponible de la EATMN, incluidos los aeropuertos, deben establecerse procedimientos para aumentar la coherencia entre las franjas aeroportuarias y los planes de vuelo. Conviene dotar a los Estados miembros y a todas las partes de los procedimientos AFTM de suficiente tiempo para ajustarse a la normativa de gestión del espacio aéreo.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala), de 13 de abril de 2010, as. C-91/08, Wall AG
El Tribunal de Justicia se pronuncia respecto de una petición de decisión prejudicial del Landgericht Frankfurt am Main (Alemania) en el marco de un litigio 

nacional entre una sociedad (Wall AG) y el Ayuntamiento de Frankfurt en relación con la adjudicación de una concesión de servicios relativa a la explotación y al mantenimiento de algunos aseos públicos en el territorio de dicha ciudad. El municipio de Frankfurt convocaba el 18 de diciembre de 2002, mediante una “publicación voluntaria a escala europea”, a todos los interesados en la presentación de solicitudes al objeto de participar en la licitación relativa a la concesión señalada. Wall AG era una de las empresas alemanas que acudían a dicha convocatoria, si bien finalmente el contrato en cuestión se otorgaba a Frankfurter Entsorgungs- und Service GmbH (en adelante FES), persona jurídica de Derecho privado en la que el Municipio de Frankfurt tiene una participación del 51 % en el capital. No obstante, en el contrato de concesión se designaba a Wall AG como subcontratista, sin que se hicieran constar en dicho contrato más detalles sobre sus productos o prestaciones.

El 5 de enero de 2005 FES invitaba a Wall AG, junto a otra empresa (Deutsche Städte Medien GmbH, en adelante DSM), a presentar una oferta para las prestaciones publicitarias que eran objeto de la concesión adjudicada a la primera. El 21 de junio el Ayuntamiento de Frankfurt respondía afirmativamente a la solicitud de FES de permitir un cambio de subcontratista respecto a la utilización del material publicitario, así el contrato era otorgado a DSM. El 10 de octubre del mismo año, FES solicitaba al municipio la aprobación de un cambio de subcontratista con el fin de que los aseos públicos que debían instalarse no fueran suministrados por Wall AG sino por otras sociedades. El municipio respondía que en su opinión no debía examinar esa cuestión ya que consideraba que desde un momento señalado FES deseaba realizar las obras por sus propios medios y bajo su responsabilidad exclusiva. Wall AG interpuso recurso ante el órgano jurisdiccional solicitando que se condenara a FES a abstenerse de ejecutar el contrato relativo a las prestaciones publicitarias otorgado a DSM y de celebrar con un tercero y/o ejecutar un contrato relativo a la construcción de dos aseos públicos que debían ser reconstruidos. Asimismo, pedía al órgano jurisdiccional que condenara al municipio de Frankfurt a abstenerse de aprobar la celebración de un contrato entre FES 

y otra parte que no fuera ella misma sobre la construcción de los dos aseos referidos. En el contexto de este recurso el órgano jurisdiccional nacional consideraba oportuno el planteamiento de las siguientes cuestiones:

En primer lugar si los principios de igualdad de trato y de no discriminación por razón de la nacionalidad (artículos 12, 43 y 49 CE), así como la obligación de transparencia que de ellos se deriva, obligan, cuando se prevé la modificación de un contrato de concesión de servicios, a convocar una nueva licitación que garantice un grado de publicidad adecuada, y ello incluso en el caso de que la modificación consista en la sustitución de un subcontratista concreto sobre el que se haya hecho hincapié en la licitación. El Tribunal comienza a este respecto recordando que en el estado actual del Derecho de la Unión los contratos de concesión de servicios no se rigen por ninguna de las Directivas relativas a los contratos públicos. Sin embargo, advierte que ello no obsta que las autoridades públicas que celebran esos contratos deban respetar las normas fundamentales del Tratado, en especial los artículos 43 y 49 CE, así como a cumplir la obligación de transparencia que de ellos se deriva. A ello se añade que esta obligación de transparencia es aplicable a las concesiones de servicios que puedan interesar a empresas establecidas en Estados miembros distintos de aquel en que se adjudique la concesión. A este respecto el Tribunal concluye que en este caso el interés que la concesión puede tener para empresas establecidas en otros Estados miembros resulta del anuncio de la licitación en el diario oficial del municipio de Frankfurt “a escala de la Unión Europea”.

Añade el Tribunal de Justicia que, con el fin de garantizar la transparencia de los procedimientos y la igualdad de trato de los licitadores, las modificaciones sustanciales, introducidas en las disposiciones esenciales de un contrato de concesión de servicios, podrían exigir, en determinados supuestos, la adjudicación de un nuevo contrato de concesión cuando presentan características sustancialmente diferentes de las del contrato inicial y ponen de relieve la voluntad de las partes de volver a negociar los aspectos esenciales de ese contrato. En este sentido define como sustancial aquella 

modificación que introduce condiciones que, si hubieran figurado en el procedimiento de adjudicación inicial, habrían permitido la participación de otros licitadores además de los inicialmente admitidos o habrían permitido seleccionar una oferta distinta de la inicialmente seleccionada. Así, un cambio de subcontratista puede, en casos excepcionales, constituir una modificación de elementos esenciales del contrato si, el recurrir a un subcontratista concreto ha sido un elemento determinante de la celebración del contrato, lo que en cualquier caso debe comprobar el órgano jurisdiccional remitente.

La siguiente cuestión que plantea el órgano jurisdiccional nacional es si una empresa concesionaria de las características de FES esta vinculada por la obligación de transparencia que se deriva de los artículos 43 y 49 CE. Para ello el Tribunal de Justicia analiza si una empresa con esas características puede asimilarse a una autoridad pública, debiendo inspirarse para ello en algunos aspectos de la definición de entidad adjudicadora que se recogen en el artículo 1.b) de la Directiva 92/50, relativa a los contratos públicos de servicios. Afirma el Tribunal que con ese fin debe comprobarse la concurrencia de dos requisitos: que la empresa se halle bajo el control efectivo del Estado o de una autoridad pública y que no realice su actividad en situación de competencia en el mercado.

Respecto al primer requisito se señala que si bien el municipio de Frankfurt es titular del 51% del capital de FES, ello no le concede un control efectivo de su gestión ya que para la adopción de acuerdos se exige una mayoría de ¾ de los votos emitidos en su junta general. A eso se añade que el 49% restante del capital lo posee una empresa privada que, por tanto, obedece a consideraciones propias de los intereses privados, y persigue objetivos distintos del interés público. Por esas y otras razones el Tribunal señala que no concurre en este caso el requisito del control efectivo por el Estado u otra autoridad pública.

Por lo que respecta al segundo requisito el Tribunal recuerda que, como señala el propio órgano jurisdiccional nacional, más de la mitad del volumen de negocio de FES procede de contratos sinalagmáticos relativos a la eliminación de residuos y a la limpieza urbana en el territorio de la ciudad de Frankfurt. Por lo que esa relación debe compararse con la existente en los vínculos comerciales normales desarrollados en el marco de contratos de carácter sinalagmático libremente negociados entre las partes. Así pues, FES desarrolla sus actividades en situación de competencia en el mercado por lo que tampoco concurre el segundo requisito.

El órgano jurisdiccional nacional remitente plantea también la posible aplicación al caso de la Directiva 80/723, relativa a la transparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y las empresas públicas. Sobre este particular el Tribunal de Justicia recuerda que la citada Directiva, dado su ámbito de aplicación, no es aplicable al caso.

En cuanto a la cuestión planteada por el órgano jurisdiccional nacional remitente de si los principios de igualdad de trato y no discriminación por razón de la nacionalidad, así como la obligación de transparencia que de ellos resulta, obligan en un caso como el presente a las autoridades nacionales a resolver el contrato celebrado en infracción de dicha obligación de transparencia y a los tribunales nacionales a reconocer al licitador cuya oferta no hubiera sido seleccionada el derecho a obtener una orden conminatoria al objeto de evitar un incumplimiento inminente o de hacer cesar un incumplimiento ya cometido de dicha obligación. En este punto el Tribunal de Justicia recuerda que dada la inexistencia de normativa de la Unión corresponde al ordenamiento interno de cada Estado miembro regular los recursos judiciales destinados a garantizar la salvaguardia de los derechos que el Derecho de la Unión concede a los justiciables. En ese sentido advierte que dichos recursos no deben ser menos favorables que los de igual naturaleza pero de carácter interno, ni deben hacer imposible en la práctica o excesivamente difícil el ejercicio de los derechos conferidos por el ordenamiento jurídico de la Unión.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera), de 20 de mayo de 2010, as. C-210/09, Scott SA.

El Tribunal responde a la petición de decisión prejudicial planteada por el Tribunal Administrativo de Apelación de Nantes (Francia) acerca de la interpretación del artículo 14.3 del Reglamento (CE) nº 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el que se establecen disposiciones de aplicación del artículo 88 CE. La solicitud se plantea por el órgano jurisdiccional remitente en el marco de un litigio entre unas sociedades (Scott SA y Kimberly Clark SA) y la ciudad de Orleans en relación con la legalidad de las liquidaciones emitidas por ésta para la recuperación de una ayuda de Estado declarada incompatible con el Mercado común.

La Comisión, mediante Decisión de 12 de julio de 2000, declaraba incompatible con el mercado común la ayuda de Estado concedida en 1987 por la ciudad de Orleans y el departamento de Loiret, consistente en la venta con precio preferente a la Sociedad Bouton Brochard Scott, de la que es causahabiente Scott SA, cuyas acciones pertenecen a Kimberley Clark SA, de un terreno situado en una zona industrial de Orleans, además de la obligación asumida por ambas entidades de liquidar el canon de saneamiento con una tarifa preferente. La Decisión de la Comisión recogía que la obligación de devolución de la ayuda por el beneficiario de la misma debería tener lugar sin demora y de acuerdo con los procedimientos de Derecho nacional, siempre que éstos permitan una ejecución inmediata y efectiva de la Decisión.

El 5 de diciembre de 2001 la ciudad de Orleans emitió tres liquidaciones para recuperar la ayuda concedida en forma de tarifa preferente del canon de saneamiento. Dichas liquidaciones llevan el sello del Ayuntamiento y la mención “por el Alcalde, el Teniente de alcalde delegado”, pero sin indicar el alcance de dicha delegación ni el nombre y apellido del Teniente de alcalde delegado. Scott SA y Kimberley Clark SA recurrieron esas liquidaciones ante el Tribunal administrativo de Orleans y la fuerza ejecutiva de dichas liquidaciones quedó suspendida, no siendo las mismas ejecutadas, 

dado el efecto suspensivo automático recogido en el artículo L. 1617-5, apartado 1.2, del Código general de las colectividades territoriales (disposición de Derecho francés). El Tribunal de Justicia, en sentencia de 5 de octubre de 2006, condenaba a Francia por incumplimiento de las obligaciones resultantes de la Decisión de la Comisión en la que se declaraba el carácter ilegal de la ayuda de Estado. El Tribunal afirmaba que el efecto suspensivo de los recursos contra las liquidaciones emitidas para la recuperación de la ayuda indebidamente percibida no reúne los requisitos del artículo 14.3 del Reglamento (CE) nº 659/1999, y en consecuencia la norma nacional que establece ese efecto suspensivo debió haberse inaplicado.

Tras la correspondiente sentencia del Tribunal administrativo de Orleans, Scott SA y Kimberley SA debieron devolvían el importe de la ayuda con fecha 7 de febrero de 2007. Al mismo tiempo ambas sociedades planteaban un recurso ante el Tribunal administrativo de apelación de Nantes sobre la base de la vulneración del artículo 4 de la Ley francesa nº 2000-321, de 12 de abril, relativa a los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con las Administraciones, en el que se establece el derecho de toda persona a conocer ciertas informaciones (nombre, apellidos, calidad y dirección administrativa) de los agentes que tramitan su solicitud o expediente. El 8 de diciembre de 2008 ambas sociedades devolvían los intereses de la ayuda correspondientes al periodo 1990-junio de 2008, y el 24 de marzo de 2009 pagaban los intereses restantes hasta diciembre de 2008. En estas circunstancias el órgano jurisdiccional nacional plantea al Tribunal de Justicia si la exigencia del artículo 14.3 del Reglamento (CE) nº 659/1999, conforme a la cual la recuperación de la ayuda se efectuará sin dilación y conforme al Derecho nacional de cada Estado miembro, siempre que éste permita la ejecución inmediata y efectiva de la Decisión de la Comisión, debe interpretarse como opuesta a la anulación por el juez nacional de las liquidaciones emitidas para la recuperación de la ayuda de Estado a causa de un vicio de forma, habida cuenta de la posibilidad de que la Administración competente subsane dicho vicio.

El Tribunal de Justicia recuerda que el fin de esas liquidaciones emitidas por la Administración era la ejecución de la Decisión de la Comisión que declara la ayuda de Estado incompatible con el Mercado común, ejecución que, conforme señala el artículo 14.3 del Reglamento (CE) nº 659/1999, debe llevarse a cabo de manera inmediata y efectiva. Pues bien, conforme al principio de efectividad, y tal como se señala en reiterada jurisprudencia del propio Tribunal, un Estado es libre de elegir los medios de los que se servirá para la ejecución de su obligación, con el único límite de que con ello no se menoscabe el alcance y eficacia del Derecho comunitario. En ese sentido añade que un Estado miembro sólo podrá cumplir su obligación de recuperación si las medidas que adopta son idóneas para restablecer las condiciones normales de competencia que resultaron falseadas por la ayuda cuya recuperación ordena la Comisión. Por otra parte, señala que el artículo 4 de la Ley nº 2000-321 tiene como finalidad reforzar la transparencia administrativa y permitir la comprobación de que la decisión administrativa ha sido adoptada por una autoridad competente.

A continuación el Tribunal se centra en examinar la posible incompatibilidad de esas disposiciones nacionales con las exigencias de recuperación inmediata y efectiva que resultan del Derecho de la Unión. En ese sentido afirma que el control judicial de la legalidad de las liquidaciones emitidas para la recuperación de la ayuda no es sino una simple emanación del principio de tutela judicial efectiva. Así, la anulación podría llevar consigo el derecho del beneficiario de la ayuda de que le fueran devueltos los importes de la ayuda, lo que debe ser puesto en relación con las obligaciones del artículo 14.3 del Reglamento (CE) nº 659/1999. En este punto el Tribunal afirma que dado que la autoridad competente tiene la posibilidad de subsanar el vicio de forma en el que incurren las liquidaciones, la Administración no está obligada a devolver a los demandantes en el litigio principal, ni siquiera provisionalmente, los importes que hayan satisfecho en ejecución de las liquidaciones.

El Tribunal concluye su razonamiento recordando la obligación de la autoridad competente y del tribunal nacional de cumplir las exigencias de devolución inmediata y 

efectiva de la ayuda, recogidas en el anteriormente citado Reglamento (CE) nº 659/1999, de forma que se garantice que el beneficiario de la ayuda no disponga, ni siquiera de forma provisional, de los fondos correspondientes de la ayuda. Así, si la anulación de las liquidaciones diera lugar, aunque fuera provisionalmente, a la restitución de la ayuda ya devuelta a los beneficiarios, éstos se beneficiarían de nuevo de una ventaja competitiva indebida, dificultándose el restablecimiento inmediato y estable de la situación anterior. En consecuencia, el artículo 14.3 del Reglamento (CE) nº 659/1999 se opone a que los importes de la ayuda ya recuperados deban ser abonados de nuevo, aunque sea provisionalmente, al beneficiario de la misma.

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

1. COMITÉ DE LAS REGIONES

Desde el anterior informe se ha producido sólo un Pleno del Comité y justamente ha sido los días 9 y 10 de junio, por lo que no hemos podido acceder a los documentos de los dictámenes ya aprobados, aunque sí a un resumen que seguidamente recogemos:
- “Política agrícola europea, espacios marítimos comunes, biodiversidad – recursos para el futuro”.
Para consensuar una posición común de los entes locales y regionales antes de que la Comisión Europea adopte una decisión sobre sus propuestas, los miembros del CDR someterán a debate un dictamen de iniciativa sobre "El futuro de la PAC después de 2013". René Souchon (FR/PSE), Presidente del Consejo Regional de Auvernia, es ponente de este dictamen. Souchon considera que la futura política agrícola común, la más antigua e importante de las políticas estratégicas europeas, debe examinarse en función de su valor añadido para los ciudadanos. Este valor añadido residirá, en gran parte, en su capacidad para consolidar la independencia alimentaria europea y la cohesión territorial en la Unión, garantizando el mantenimiento de las actividades 

agrícolas en todas las regiones de Europa. “Estas cuestiones han pasado a ser estratégicas debido a la pérdida de independencia alimentaria en la UE y la desaparición acelerada de explotaciones agrícolas en algunas zonas, y por consiguiente también de empleo.” 

Michael Cohen, Alcalde de Kalkara (MT/PSE) y ponente sobre “Una política marítima integrada para una mejor gobernanza del Mediterráneo”, mostrará, por su parte, que el gran número de intereses y agentes implicados en los asuntos marítimos crea una presión significativa sobre la sostenibilidad del medio ambiente marino. Michael Cohen recomienda que, en el contexto mediterráneo, se intensifique el diálogo con los países de la región que no son miembros de la UE, en particular colaborando con los órganos institucionales euromediterráneos, como la Asamblea Regional y Local Euromediterránea (ARLEM) –

Por su parte, Linda Gillham, miembro del Consejo municipal de Runnymede (UK/AE), ha preparado para el CDR un proyecto de dictamen sobre la política europea e internacional de biodiversidad más allá de 2010. En él se subraya que no se han cumplido ni los objetivos internacionales ni los europeos fijados para 2010 en materia de biodiversidad. Por consiguiente, es necesario dotar a los entes territoriales de recursos humanos, técnicos y financieros que les permitan llevar a cabo los objetivos fijados. La ponente pide a la Comisión Europea que el CDR asista como observador con la delegación de la UE a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la Biodiversidad Biológica, que se celebrará en octubre de 2010 en Nagoya, a fin de garantizar que la opinión de los entes regionales y locales esté representada en la delegación de la UE.
- “Favorecer la iniciativa ciudadana y proteger los derechos de los más débiles”. 
Sonia Masini, Presidenta de la Provincia de Reggio Emilia (IT/PSE), presentará a la Asamblea su dictamen sobre las modalidades propuestas para la aplicación de la Iniciativa Ciudadana Europea, un nuevo mecanismo creado por el Tratado de Lisboa. 

Esta iniciativa es una nueva forma de participación en la elaboración de las políticas de la Unión Europea: gracias a ella, un grupo de al menos un millón de ciudadanos de la Unión, que sean nacionales de un número significativo de Estados miembros, podrá invitar a la Comisión Europea a que presente una propuesta legislativa. Contrariamente a la propuesta de la Comisión Europea, Sonia Masini considera más adecuado fijar ese número significativo de países en una cuarta parte de los Estados miembros. Asimismo, la ponente propone que se cree una “ventanilla de información” interinstitucional que asista a los autores de las iniciativas y dé a conocer las iniciativas en curso. 

Después, los miembros del CDR examinarán el tema de la cooperación local y regional para la protección de los derechos de la infancia en la Unión Europea, con un proyecto de dictamen presentado por Arnoldas Abramavičius, Alcalde de Zarasai (LT/EPP). El ponente considera que la acción de la UE debe centrarse en los niños de los grupos sociales más vulnerables y garantizar el derecho a una enseñanza de calidad para todos. Asimismo, lamenta la falta de visibilidad y la escasez de los recursos financieros europeos disponibles, que en su opinión son fuente de duplicación del trabajo e ineficacia, así como la falta de datos comparables entre los Estados miembros.
- “Mejorar y valorizar las condiciones de vida de los ciudadanos europeos”.
La Presidencia española de la Unión Europea ha solicitado al CDR un dictamen sobre el tema “El papel de la regeneración urbana en el futuro desarrollo urbano en Europa”. Aun cuando los Tratados de la UE no prevén una política urbana, desde 1990 se han constatado cambios importantes en la cuestión del desarrollo urbano. Durante ese tiempo las ciudades han servido de laboratorio experimental a cielo abierto y han conseguido resultados dignos, pese a haber contado con recursos limitados. Spyridon Spyridon, miembro del Consejo del Departamento de Atenas-El Pireo, recurre a su experiencia como representante local para redactar este dictamen. En su opinión, los veinte años de experiencia de la UE en iniciativas de desarrollo urbano deben recibir un 

reconocimiento y disfrutar de un respaldo institucional en forma de líneas presupuestarias específicas.

Mireille Lacombe (FR/PSE), consejera regional de Puy-de-Dôme (FR/PSE), presentará su proyecto de dictamen sobre las recientes propuestas de la Comisión Europea para crear un Sello de Patrimonio Europeo análogo a los distintivos de la Unesco. En su opinión, el texto de la Comisión, en su estado actual, no refleja el papel esencial que desempeñan las regiones y ciudades a la hora de gestionar el patrimonio cultural y garantizar la protección de los monumentos históricos. La ponente solicita que un miembro del CDR participe en el proceso de selección final a nivel europeo, como se hace en el caso del jurado de las Capitales Europeas de la Cultura. 

Uno Silberg, miembro del Consejo Municipal de Kose (EE/AE), presentará a los 334 miembros del CDR sus propuestas sobre el establecimiento de una “interconexión de los registros mercantiles”. El ponente subraya la importancia de los registros mercantiles para el buen funcionamiento del mercado interior y “pide que se cree una red digital de registros mercantiles europeos con soluciones ambiciosas en materia de TI”. Sobre la base de un ejemplo de conexión entre Estonia, Portugal y Finlandia, el ponente recomienda que se adopten “soluciones electrónicas inteligentes” que permitan mejorar la transparencia de las operaciones comerciales transfronterizas e impulsarlas. 
- “Ampliación y ayuda al desarrollo: la proyección de la UE echa raíces a nivel local y regional”.
Los miembros centrarán su atención en la situación política y administrativa de los países del Este de la Unión y debatirán un dictamen presentado por Uno Aldegren (SE/PSE), miembro del Consejo Regional de Escania, sobre los progresos realizados por los países candidatos potenciales a la adhesión a la UE. Preocupa al ponente, en particular, que en varios de los países candidatos, las cuestiones sociales y de sanidad pública se hayan relegado a un segundo plano, así como las relativas a la situación de las mujeres y la igualdad. Después, Uno Aldegren presenta, país por país, la situación 

de los entes locales y regionales y los esfuerzos de descentralización que han podido constatarse. 

La Unión Europea es el primer donante de ayuda al desarrollo del mundo. Como los entes locales y regionales participan como socios financieros de pleno derecho en la política de desarrollo de la Unión, Christophe Rouillon, Alcalde de Coulaines (FR/PSE) ha preparado un proyecto de dictamen sobre varios documentos de la Comisión Europea relativos a la política europea de cooperación al desarrollo. El objetivo es preparar la reunión de las Naciones Unidas sobre los Objetivos del Milenio para el Desarrollo que se celebrará en Nueva York del 20 al 22 de septiembre. El ponente del CDR pide a los entes locales y regionales que trabajen a largo plazo para reforzar las capacidades de sus socios en materia de gobernanza democrática, pues considera que, por sus acciones en ámbitos tanto institucionales como técnicos, pueden favorecer la integración de las políticas y contribuir a la creación de un desarrollo local sostenible.
2. PROYECTOS EUROPEOS.

En este periodo se encuentran abiertas varias líneas de cooperación con terceros países en el marco de la Unión Europea. Estas líneas suelen ejecutarse en diferentes países así que lo vamos a hacer es agrupar sus contenidos generales y luego señalar los países para los que está abiertos estas convocatorias y los plazos.

- Acción preparatoria en el ámbito del deporte EAC 22/10 (Fecha límite para presentar propuestas: 31 de agosto de 2010)

Contenido: El principal objetivo es preparar acciones futuras de la UE en este ámbito, sobre la base de las prioridades establecidas en el Libro Blanco sobre el Deporte. La presente convocatoria de propuestas está dirigida a apoyar proyectos transnacionales propuestos por organismos públicos y organizaciones de la sociedad civil que tengan por objeto identificar y poner a prueba redes adecuadas y buenas prácticas en el ámbito del deporte en las siguientes áreas: 

- luchar contra el dopaje;  

- fomentar la inclusión social en el deporte y a través del deporte; 

- promover el voluntariado en el deporte;

Beneficiarios: sólo se admitirán candidaturas de:   organismos públicos y organizaciones de la sociedad civil. Las personas físicas no podrán presentar candidaturas en el marco de la presente convocatoria de propuestas.

Presupuesto y duración del proyecto: el presupuesto disponible es de 2 500 000 EUR. La UE cofinanciará como máximo un 80 % de los costes totales admisibles. Los proyectos deberán iniciarse entre el 1 de diciembre de 2010 y el 31 de marzo de 2011, y finalizar como muy tarde el 30 de junio de 2012. 

- LIFE+ (Fecha límite para presentar propuestas: 1 de septiembre de 2010)
Tiene por finalidad la cofinanciación de acciones en el ámbito de las siguientes acciones:

- LIFE+ Naturaleza y Biodiversidad: Conservación de la naturaleza (por ejemplo: Red Natura 2000, LIC y ZEPA, protección de hábitats…)

- LIFE+ Política y Gobernanza medioambiental (Ejemplos de acciones: contribuir al seguimiento y la evaluación de la política y la legislación medioambientales; facilitar la aplicación de la política comunitaria de medio ambiente, haciendo hincapié en la aplicación a nivel regional y local;

- LIFE+ información y comunicación (ejemplos de acciones: divulgar información campañas de comunicación, conferencias y formación, incluida la formación en materia de prevención de incendios forestales).

Tipos de proyecto: los proyectos deberán desarrollarse en el marco de uno de los 

3 ámbitos temáticos y dentro de los enfoques de demostración, buenas prácticas e innovación. Las propuestas pueden ser nacionales o transnacionales.

Beneficiarios: podrán presentar propuestas las entidades, públicas o privadas, actores e instituciones, establecidas en los estados miembros de la Unión Europea.

Presupuesto y duración de los proyectos: la asignación financiera indicativa para España para la convocatoria LIFE+ 2010 es de 26 millones de euros. La cantidad subvencionada por parte de la Comisión Europea por proyecto es hasta el 50% del total de sus costes elegibles (excepcionalmente el 75% para  propuestas dedicadas a hábitats o especies prioritarias). No existe una duración predeterminada del proyecto, se recomienda entre 2 y 5 años y no existe cantidad mínima presupuestaria, se recomiendan propuestas ambiciosas y en torno a 1 millón de euros.

- Juventud en acción: 

1. Promoción de actividades de información para los jóvenes y las personas que trabajan en el ámbito de la juventud y en organizaciones juveniles Fecha límite para presentar propuestas: 1 de septiembre de 2010)

El objetivo de esta convocatoria de propuestas es promocionar proyectos que fomenten acciones de información y comunicación en el ámbito europeo destinadas a jóvenes y líderes de jóvenes. Los proyectos propuestos deben mejorar la difusión de información de calidad e incrementar el acceso de los jóvenes a la información y a los distintos canales de comunicación a escala nacional y europea. El objetivo a largo plazo de los proyectos es fomentar la participación de los jóvenes en la vida pública y facilitar el desarrollo de su potencial como ciudadanos europeos activos y responsables. 

Beneficiarios: podrán presentar propuestas las organizaciones no gubernamentales (ONG), entes públicos regionales o locales y Consejos nacionales de la juventud. En los proyectos deberán participar organizaciones de, al menos, dos (2) 

países del Programa diferentes (incluida la organización solicitante), de los cuales, al menos uno (1) deberá ser un Estado miembro de la Unión Europea. 

Presupuesto y duración de los proyectos: Los proyectos deberán incluir actividades con fines no lucrativos y estar relacionados con el ámbito de la educación no FORMAL y de la juventud. Los proyectos deberán iniciarse entre el 1 de enero de 2011 y el 31 de marzo de 2011. Tendrán una duración mínima de 12 meses y una duración máxima de 18 meses. El presupuesto total asignado a la cofinanciación de proyectos en el marco de esta convocatoria de propuestas está estimado en 1 000 000 EUR. La asistencia financiera concedida por la Agencia no superará el 80 % de los gastos elegibles totales del proyecto. La subvención máxima total no excederá los 100 000 EUR. 

2. Intercambios Juveniles (Fecha límite para presentar propuestas: 1 de septiembre de 2010).

Los intercambios juveniles permiten a uno o más grupos de jóvenes ser acogidos por un grupo de otro país de forma que todos/as puedan tomar parte en un Programa de actividades conjunto. Estos proyectos requieren la participación activa de los y las jóvenes y están diseñados para permitirles descubrir y concienciarse de la existencia de diferentes realidades sociales y culturales, aprender unos de otros y reforzar la idea de pertenecer a una ciudadanía europea. Dependiendo del número de países implicados, un Intercambio juvenil puede ser bilateral, trilateral o multilateral. Un Intercambio juvenil Bilateral esta justificado cuando es el primer proyecto europeo en el que participan los promotores, o cuando las y los participantes son grupos pequeños, o grupos locales sin experiencia a nivel Europeo. Un intercambio juvenil puede ser itinerante, lo que significa que todos/as las y los participantes, se desplazarán por uno o varios de los países participantes en el intercambio, al mismo tiempo. Un proyecto de intercambio juvenil tiene 3 fases: planificación y preparación; implementación de la Actividad; evaluación (incluyendo un posible seguimiento).  

Qué no es un intercambio juvenil: actividades de intercambio con el propósito de un beneficio económico, actividades de intercambio que pudieran ser clasificadas como turismo, festivales, viajes de vacaciones, cursos de idiomas, tours de espectáculos, intercambios escolares, competiciones deportivas, reuniones reglamentarias de organizaciones, reuniones políticas o campos de trabajo.
Beneficiarios: una organización sin ánimo de lucro/no gubernamental, un organismo público local o regional, un grupo de jóvenes no asociados (Nota: en el caso de que se trate de un grupo de jóvenes no asociados uno de los miembros ha de asumir el papel de representante sobre el/la que recaerá la responsabilidad en nombre del grupo), una Entidad activa a nivel europeo en el campo de la juventud (ONGE). El proyecto debe de incluir un mínimo de 16 y un máximo de 60 participantes (sin incluir al/los líder(es) del grupo, los adultos que acompañan al grupo). 
Presupuesto y duración de los proyectos: Duración máxima del proyecto 15 meses y de la actividad de intercambio de 6 a 21 días. La financiación varia según el lugar en el que se realicen las actividades.

3. Proyectos de democracia participativa (Fecha límite para presentar propuestas: 1 de septiembre de 2010).

Un Proyecto de democracia participativa se desarrolla por una asociación de grupos europeos, y esta encaminado a la recopilación a nivel europeo de ideas, experiencias y metodologías de proyectos o actividades a niveles local, regional, nacional o europeo para mejorar la participación de los y las jóvenes. Los principios de aprendizaje no-formal y su práctica deben de quedar reflejados a lo largo de todo el transcurso del proyecto. Algunos ejemplos de Actividades que se pueden implementar en el contexto de un Proyecto de democracia participativa son: 
- la creación de redes para el intercambio, desarrollo y difusión de buenas prácticas en el ámbito de la juventud y la participación;
- consultas por y para los y las jóvenes, con el objeto de conocer sus necesidades y deseos en temas relacionados con participación en la vida democrática;
- eventos informativos, seminarios o debates para jóvenes centrados alrededor de los mecanismos de democracia representativa a todos los niveles, incluyendo el funcionamiento de la UE y las políticas de la UE;
- encuentros entre jóvenes y personas encargadas de la toma de decisiones o expertos en el campo de la participación en la vida democrática o en instituciones democráticas;
- actos simulando el funcionamiento de las instituciones democráticas y los papeles de las personas encargadas de la toma de decisiones;
- una serie de combinaciones de las actividades anteriores, que pueden ser llevadas a cabo a diferentes niveles (local, regional, nacional, internacional) dentro del marco temporal del proyecto. 
Beneficiarios: una organización sin ánimo de lucro/no gubernamental, un organismo público local o regional, un grupo de jóvenes no asociados (Nota: en el caso de que se trate de un grupo de jóvenes no asociados uno de los miembros ha de asumir el papel de representante sobre el/la que recaerá la responsabilidad en nombre del grupo), una Entidad activa a nivel europeo en el campo de la juventud (ONGE) 
El proyecto debe de incluir un mínimo de 16 jóvenes participantes (13 a 30 años)
Presupuesto y duración de los proyectos: Duración máxima del proyecto 15 meses. La financiación varia según el lugar en el que se realicen las actividades. La 

financiación máxima ascenderá a 50.00o € o aun 75% de los costes elegibles.

4. Cooperación con Países Vecinos Asociados de la Unión Europea (Fecha límite para la presentación de propuestas: 1 de septiembre de 2010).
El propósito de esta Sub-acción es el de desarrollar con una actitud abierta, una interpretación mutuo entre los pueblos, contribuyendo al mismo tiempo al desarrollo de sistemas de calidad para el apoyo de actividades para jóvenes en los países implicados. Se amparan actividades diseñadas para fomentar el trabajo en red y aumentar la capacidad de las ONGs que trabajan en el ámbito de la juventud, dada la importancia que estas organizaciones tienen en el desarrollo de la sociedad civil en países vecinos. Esta Sub-acción pretende dar apoyo a la formación de personas implicadas en trabajo con jóvenes y organizaciones juveniles, y el intercambio de experiencias, conocimientos especializados y buenas prácticas entre ellos; actividades que faciliten la elaboración de proyectos duraderos de calidad y el establecimiento de asociaciones y redes. 
Esta Sub-acción apoya dos tipos de proyectos:
- Intercambios juveniles con Países Vecinos Asociados. Un intercambio juvenil con Países Vecinos Asociados es un proyecto que une a grupos de personas de dos o más países, proporcionándoles una oportunidad para debatir y confrontar diversos temas, mientras se familiarizan con los países y culturas de los demás participantes. Un intercambio juvenil está basado en una asociación transnacional entre dos o más promotores de distintos países. En un intercambio juvenil bajo la Sub-acción 3.1, la asociación transnacional está formada por promotores pertenecientes a Países del Programa y Países Vecinos Asociados.
- Formación y proyectos en red con Países Vecinos Asociados. Un proyecto de formación y en red puede ser de dos tipos: 

a) un proyecto que promueva intercambios, cooperación y formación en 

el campo del trabajo de juventud. El proyecto estará encaminado a la implementación de una Actividad que promueva la capacitación y la puesta en práctica de enfoques innovadores entre los promotores, así como el intercambio de experiencias, competencias y buenas prácticas entre personas que trabajan en el sector de la juventud. 
b) un proyecto que lleve al desarrollo de otros proyectos bajo el Programa “Juventud en Acción”. El proyecto debe de implementar una Actividad que ayude a promotores potenciales a preparar y desarrollar nuevos proyectos bajo el Programa “Juventud en Acción”, en particular debe proporcionar apoyo y conocimientos prácticos en la elaboración de proyectos; apoyo en la búsqueda de socios, herramientas y medidas para mejorar la calidad de los proyectos. 
Beneficiarios: una organización sin ánimo de lucro/no gubernamental, un organismo publico local o regional, un grupo de jóvenes no asociados (Nota: en el caso de que se trate de un grupo de jóvenes no asociados uno de los miembros ha de asumir el papel de representante sobre el/la que recaerá la responsabilidad en nombre del grupo), una Entidad activa a nivel europeo en el campo de la juventud (ONGE).
Presupuesto y duración de los proyectos: 

Intercambios: Duración máxima del proyecto 15 meses y de la actividad de intercambio de 6 a 21 días. La financiación varia según el lugar en el que se realicen las actividades.

Cooperación: Duración máxima del proyecto 18 meses. La financiación varia según el lugar en el que se realicen las actividades. La financiación máxima ascenderá a 20.000 € o aun 50% de los costes elegibles.

5. Encuentros de jóvenes y responsables de políticas de juventud  (Fecha límite para la presentación de propuestas: 1 de septiembre de 2010).
Esta Sub-acción apoya la cooperación, los seminarios y el Dialogo estructurado entre jóvenes, personas que trabajan en el ámbito de la juventud y en organizaciones juveniles y aquellos/las responsables de políticas de juventud.
Un proyecto en esta acción tiene como objeto la implementación de una de las siguientes Actividades: 
- Encuentro nacional de jóvenes: puede tener lugar a nivel local, regional o nacional en los Países del Programa con el propósito de 
a) ofrecer un espacio para el debate, participación activa y la información sobre asuntos relativos al Dialogo estructurado o políticas y temas de la Unión Europea, 

b) preparar el terreno del evento juvenil oficial organizado por el estado miembro que asuma el turno de presidencia de la Unión Europea, 

c) organizar actividades relacionadas con la Semana Europea de la Juventud, 

d) promover el dialogo entre sectores y la cooperación entre áreas de la educación formal y no—formal. Un encuentro nacional de jóvenes también puede consistir en una serie de combinaciones de las actividades descritas más arriba. 
- Seminario transnacional de jóvenes: reuniones de jóvenes y personas encargadas de elaborar políticas de juventud, con el propósito de debatir, intercambiar ideas y buenas practicas, y/o elaborar recomendaciones respecto a temas centrados en las prioridades y objetivos del Dialogo estructurado, el Método Abierto de Coordinación en el campo de la juventud y el Pacto Europeo para la Juventud. 

Beneficiarios: una organización sin ánimo de lucro/no gubernamental, un 

organismo publico local o regional, un grupo de jóvenes no asociados (Nota: en el caso de que se trate de un grupo de jóvenes no asociados uno de los miembros ha de asumir el papel de representante sobre el/la que recaerá la responsabilidad en nombre del grupo), una Entidad activa a nivel europeo en el campo de la juventud (ONGE). Los encuentros nacionales de jóvenes contarán con un mínimo de 15 participantes. Los seminarios transnacionales de jóvenes contarán con un mínimo de 30 participantes.
Presupuesto y duración de los proyectos: Duración máxima del proyecto 18 meses. La financiación varia según el lugar en el que se realicen las actividades. 

La financiación máxima ascenderá a 50.000 € o aun 75% de los costes elegibles.

- Redes de ciudades hermanadas. Programa Europa con los ciudadanos (Fecha límite para la presentación de propuestas: 1 de septiembre de 2010)

Con el objetivo general de promover «la ciudadanía europea activa», y por tanto, la participación de los ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil en el proceso de integración europea, esta convocatoria y teniendo en cuenta que las autoridades locales deben enfrentarse regularmente a nuevos problemas e intervienen en la aplicación de un nutrido número de políticas, a menudo relacionadas con evoluciones políticas que tienen lugar a escala europea y el los hermanamientos constituyen un fuerte vínculo entre municipios, la Comisión pretende, a través de esta convocatoria fomentar la creación de redes de ciudades ya que permitirán desarrollar una cooperación temática y duradera entre ellas.

Tipos de proyecto: Los promotores deberán presentar proyectos que integren una diversidad de actividades (como encuentros de ciudadanos, talleres de expertos y conferencias a celebrar en el seno de la red) en torno al mismo tema. También se espera que creen herramientas de comunicación en el contexto de estos actos con el objeto de fomentar la creación de redes temáticas de forma estructurada y sostenible y la difusión de los resultados de las acciones. 

Las actividades deberían tener un grupo destinatario definido para el cual el 

tema seleccionado sea especialmente relevante e implicar los miembros de la comunidad activos en este área concreta (expertos, asociaciones locales, ciudadanos y grupos de ciudadanos directamente afectados por el tema, etc.). Tales proyectos deberán servir como base para futuras iniciativas y acciones entre las ciudades participantes, sobre los temas tratados o sobre posibles nuevos temas de interés común.

Beneficiarios: un municipio, una autoridad local/regional, una asociación/federación de autoridades locales, una organización sin ánimo de lucro o comité de hermanamiento con personalidad jurídica que represente a las autoridades locales. Deberá estar establecido en uno de los países participantes en el Programa. Cada proyecto deberá incluir municipios de un mínimo de 4 países participantes, de los cuales al menos uno debe ser un Estado miembro de la Unión Europea. Al menos 2 municipios participantes en el proyecto han de estar o bien vinculados por un acuerdo de hermanamiento o comprometidos para celebrarlos  

Presupuesto y duración de los proyectos: Máximo de 24 meses para todo el proyecto. El importe máximo subvencionable de un proyecto en el marco de esta medida es de 150 000 euros. El importe mínimo subvencionable es de 10 000 euros.
IV. ACTOS DE LA PRESIDENCIA ESPAÑOLA EN ARAGÓN

Reunión Informal de ministros de Discapacidad, 19 de mayo de 2010.

Presidida por la ministra de Sanidad y Política Social, Trinidad Jiménez. Asistieron los ministros de discapacidad de los estados miembros de la Unión Europea, de los países de la AELC (Asociación Europea de Libre Comercio) así como de los países candidatos, la vicepresidenta de la Comisión y el presidente del Intergrupo de discapacidad del Parlamento Europeo. 
Jornada del Punto Europeo de Ciudadanía 

Organizó el pasado 15 de junio una jornada informativa sobre el Programa  “Europa con los Ciudadanos 2007 - 2013”. Esta jornada está orientada a operadores e industrias culturales del sector público y privado: administraciones públicas, organizaciones de la sociedad civil, fundaciones, asociaciones, empresas, consultoras y productoras que promuevan la ciudadanía europea activa

El objetivo de las jornadas se centra en ofrecer información general sobre las prioridades y las novedades del programa. También proporcionarán recomendaciones prácticas relativas a la preparación y solicitud de candidaturas.
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